El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD BANCARIA / CRÉDITO PARA VIVIENDA PACTADO EN PESOS / CONVERSIÓN A UVR / AUNQUE OPERA POR MANDATO LEGAL, SU MATERIALIZACIÓN EXIGE NOTIFICAR A LOS DEUDORES / SIN ELLO, LA CONVERSIÓN CARECE DE VALIDEZ / RECUENTO LEGAL Y JURISPRUDENCIAL DEL TEMA.
… el Decreto 677 de 1972 creó el sistema de valor constante, como aquel mediante el cual se obtendrían recursos para la vivienda, a través del fomento del ahorro sobre el principio del valor constante del dinero; por Decreto 678 del mismo año, se autorizó la creación de las corporaciones privadas de ahorro y vivienda con el objeto de promover el ahorro privado y canalizarlo hacia la construcción dentro del sistema de valor constante, en forma tal que tanto los ahorros como los préstamos mantuvieran su valor, reajustándolos periódicamente de acuerdo con las variaciones del poder adquisitivo de la moneda y así surgió la Unidad de Poder Adquisitivo Constante UPAC…
… la Corte Constitucional, en sentencia C-700 del 16 de septiembre de 1999, estimó que las normas que regulaban el sistema UPAC eran contrarias a la Constitución Nacional y declaró  inexequibles los  artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23, 134, 135, 136, 137, 138, 139 y 140 del Decreto 663 de 1993 (estatuto orgánico del sistema financiero), que lo estructuraban.

Sin embargo, para no generar un vacío legal en cuanto al manejo de los créditos que se encontraban expresados en UPAC, la Corte Constitucional decidió que la vigencia de dichas normas se prorrogaría como máximo hasta el 20 de junio de 2000, mientras el Congreso de la República expedía la ley marco sobre financiación de vivienda y fue así como se expidió la Ley 546 del 23 de diciembre de 1999.

Esa ley ordenó que todos los créditos destinados a ese fin y en general todas las obligaciones que se encontraban denominadas en UPAC se debían expresar en Unidades de Valor Real UVR, cuyo valor en pesos se determina exclusivamente con base en la inflación…
A raíz del nuevo sistema de financiamiento de vivienda, sometida a las unidades de valor real UVR, dispuso la citada ley adecuar los créditos hipotecarios vigentes al nuevo sistema…
Sin embargo, la Corte Constitucional ha enseñado en su jurisprudencia que aunque la redenominación de los créditos opera por mandato legal, para su materialización es menester que la entidad acreedora comunique al deudor sobre las nuevas condiciones de la obligación y los efectos que ha de producir, de manera tal que la modificación no se produzca unilateralmente. (…)

Surge de tales pruebas que a pesar de que los demandantes aceptaron un pagaré en pesos, a favor del Banco Central Hipotecario, la entidad demandada, tenedora legítima de ese título valor, cambió la modalidad de pago a UVR, sin que hubiese acreditado que esa modificación haya sido concertada con los demandantes y sobre la entidad bancaria pesaba la carga de hacerlo, ante la negación indefinida de los actores de haberse producido tal modificación sin su autorización, de acuerdo con el último inciso del artículo 167 del CGP y tal como lo disponía el 177 del CPC.

De esa manera las cosas, a las reglas del contrato de mutuo celebrado ha debido continuar sometido el banco demandado, pues aunque la redenominación a UVR de los créditos para vivienda pactados en pesos opera por mandato legal, la entidad acreedora estaba obligada a comunicar a los deudores las nuevas condiciones del crédito…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente:

Claudia María Arcila Ríos

Proceso: 


Responsabilidad comercial
Radicado: 


66001-31-03-002-2010-00221-01

Demandantes:

Carlos Eduardo Cano





Liliana Gómez Ramírez

Litisconsortes necesarios:
Martha Inés, Diana Patricia y Viviana Andrea Cano Ramírez




(Aunque han debido ser sucesoras procesales)

Demandado:


Banco BBVA
Procedencia:


Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira

Sentencia 1ª instancia:
Octubre 23 de 2018
Audiencia 2ª instancia:
Diciembre 16 de 2019, 2 pm
HECHOS: (F. 33 y ss C 1) Mediante escritura pública No. 709 del 7 de mayo de 1997, otorgada en la Notaría 6ª de Pereira, los demandantes adquirieron un apartamento y parqueadero en esta ciudad, identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 290-110495 y 290-0011378 respectivamente, para lo cual adquirieron un crédito con el BCH por la suma de $65.000.000, con una tasa de interés variable y capitalización de intereses, cláusulas que devinieron ilegales con la expedición de la ley 546 de 1999; con fundamento en esta se reliquidó la obligación para efectos de otorgarle el alivio que ella consagra y que se hicieron en dos pagos, uno por $15.147.205 y otro por $528.460; la reliquidación no suple la obligación impuesta en la sentencia C-747 de la Corte Constitucional de eliminar de los créditos de vivienda la capitalización de intereses y todos los factores de corrección ajenos al IPC.

Los deudores han venido pagando el crédito conforme a las cuentas de cobro que les envía el BBVA, que ya no es tenedor legítimo del pagaré porque fue cedido a la Central de Inversiones el 10 de abril de 2001. Ese pagaré fue suscrito en pesos y el acreedor convirtió unilateralmente la obligación a UVR, sin consultar a los obligados, hecho que es ilegal.
Las cuotas se han venido pagando sin tener certeza de que quien las cobra tiene derecho a recibir el pago; la acreedora nunca ha solicitado a los deudores la modificación de las condiciones del crédito; al resultar imposibles de cumplir las condiciones del pagaré suscrito en pesos, con tasas variables atadas al DTF y capitalización de intereses, por haber devenido en ilegal esa forma de liquidación, las condiciones debieron ser renegociadas, pues no podía imponerlas a su amaño.

Los pagos hechos hasta el 16 de marzo de 2010 ascienden a $266.282.791, 3.32 veces el capital prestado y según la entidad financiera, al 20 de junio de ese año, se deben $117.503.943,95.

PRETENSIONES PRINCIPALES: (f. 34 Y SS)  Se declare que el banco demandado les ha cobrado a los demandantes lo que no deben, por cuanto no es tenedor legítimo del pagaré 03901355-4, pues lo cedió a Central de Inversiones; que como consecuencia de lo anterior, debe restituirles las sumas que ha recibido en forma indebida por no ser tenedor del título con que se soportaron los cobros y los intereses comerciales corrientes sobre las sumas indebidamente reclamadas hasta la fecha de presentación de la demanda y de mora, a partir de entonces.

PRETENSIÓN PRIMERA SUBSIDIARIA: De ser tenedor legítimo, el banco demandado, como sucesor del BCH, ha cobrado en exceso de lo debido por los demandantes, la suma de $70.132.143 o la que resulte probada, la que debe restituir con sus intereses.
PRETENSIÓN SEGUNDA SUBSIDIARIA: De no prosperar las anteriores pretensiones, se declare que el cobro hecho a los demandantes en UVR es ilegal, pues la obligación fue suscrita en pesos, en consecuencia debe liquidarla con ese factor desde el principio y liquidar los intereses a las tasas máximas autorizadas por la ley.

En consecuencia, se declare extinguida por pago total la obligación contenida en el pagaré referido, se ordene la cancelación de la hipoteca y se condene al demandado a pagar las costas del proceso.

Con motivo de la corrección a la demanda, después de su inadmisión por el juzgado, el apoderado de los demandantes estimo las sumas cobradas en exceso en $70.132.134; los intereses en $13.886.162 y $8.447.514 los seguros de crédito, vida, incendio y terremoto. Adujo además que la obligación está cancelada desde el 20 de octubre de 2007
ADMISIÓN DE LA DEMANDA: El 31 de agosto de 2010
RESPUESTA A LA DEMANDA: Aceptó parcialmente los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó legitimidad absoluta en el BBVA para ejecutar el contrato de mutuo suscrito por los demandantes; efectos de cosa juzgada constitucional; inexistencia de causa para pedir; cumplimiento de la normatividad legal en materia crediticia por parte del BBVA, carencia de fundamentos fácticos  de las pretensiones de la demanda; inexistencia de valores pagados en exceso; ilegalidad de las pretensiones principales; buena fe de los funcionarios de BBVA Colombia; pago y la genérica.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 23 de octubre de 2018. En ella se declaró probada la objeción propuesta al dictamen pericial rendido por Luz Diana Rengifo Villa; se acogió el que rindió Carlos Arturo Robledo Valdez; se desestimaron las pretensiones y se condenó en costas a los demandantes. (La sentencia está escrita,  F. 182 y ss, C 1) 
RECURSO DE APLEACIÓN: Lo interpuso la parte demandante. Los reparos están por escrito (Fl. 187 y ss, c. 1)

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de los demandantes, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 23 de octubre 2018, en el proceso instaurado por los señores Carlos Eduardo Cano y Liliana Gómez Ramírez contra el Banco BBVA Colombia.
CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación
2. Las partes están legitimadas en la causa, tal como lo dedujo el juzgado de primera sede en la sentencia que se revisa.

3. Se recuerda que como pretensiones principales se solicitó declarar que el banco demandado les ha cobrado a los demandantes lo que no deben, por cuanto  no es tenedor legítimo del pagaré 03901355-4, pues lo cedió a Central de Inversiones; que como consecuencia de lo anterior, debe restituirles las sumas que ha recibido en forma indebida, con sus intereses.

De manera subsidiaria se pidió que de ser tenedor legítimo, se declare que el banco demandado, como sucesor del BCH, les ha cobrado, en exceso de lo que debían, la suma de $70.132.143 por concepto de capital y $8.447.514 por concepto de seguros no causados, pues  ha liquidado intereses que no fueron pactados, ya que siendo imposible cobrar los que se fijaron en el pagaré suscrito por los deudores, a partir de la vigencia de la ley 546 de 1999, no se acordó la suma que debía pagarse. En consecuencia, reclaman la restitución de los valores cobrados en exceso hasta la fecha en que se presentó la demanda y desde entonces hasta cuando cese el cobro indebido, con sus intereses.

Como segunda subsidiaria y de no prosperar las anteriores, se pidió declarar que el cobro hecho a los demandantes en UVR es ilegal, pues la obligación fue suscrita en pesos y por tanto, debe liquidarla desde el principio con ese factor y los intereses a las tasas máximas autorizadas por la ley. En consecuencia, se declare extinguida por pago total la obligación contenida en el pagaré referido, se ordene la cancelación de la hipoteca y se condene al demandado a pagar las costas del proceso.

4. El juzgado negó la pretensión principal, al hallar demostrado que el banco demandado es tenedor legítimo del título que documenta la obligación a la que se refiere la demanda.
También la primera subsidiaria, relacionada con el reintegro de las sumas cobradas en exceso. Halló probado el contrato de mutuo que celebraron las partes, con la copia del pagaré distinguido con el No. 03901355-4, no acreditado el pago excesivo en razón a que el concepto técnico aportado por los actores con ese fin carece de autenticidad, por tratarse de una copia simple y en razón a que el asunto se resuelve conforme a las reglas del Código de Procedimiento Civil porque no ha hecho tránsito legislativo; además, porque el oficio 0754 del 2 de noviembre de 2012, remitido por la Superintendencia Financiera, no es concluyente sobre el supuesto cobro de intereses en exceso.
Resumió el dictamen pericial practicado en el curso del proceso por la economista especializada en alta gerencia, UPAC y UVR, el que objetaron las partes y dio lugar a uno nuevo, rendido por ingeniero industrial. Al resolver la objeción, acogió el último, con fundamento en el cual concluyó que la parte demandada no cobró intereses en exceso; no medió capitalización de ellos, ni se aplicaron factores de corrección atados a la DTF después de su proscripción.

Tampoco prosperó la segunda pretensión subsidiaria, relacionada con la redenominación del  crédito en pesos, que se varió a UVR sin autorización de los demandantes. Se expresó en la sentencia que se desvirtuó el supuesto fáctico sobre el que se edificó, pues con la demanda se adosó extracto del crédito, en el que se precisa la información relacionada con el saldo de la obligación, la variación de las cuotas y el plazo implícito en el cambio. También se dijo que dadas las implicaciones  económicas de la redenominación de un crédito a largo plazo, una cosa es hacerla en sus albores y otra cuando ya ha transcurrido un extenso período, sobre la base de conocer el comportamiento de los indicadores variables. Además, agregó, que la redenominación de pesos a UVR no fue arbitraria, sino que operó por expresa disposición de la ley 546 de 1999. 

5. El apoderado de los demandantes impugnó el fallo. 

6. De acuerdo con los precisos límites que impone el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala establecer si estaba o no llamada a prosperar la pretensión primera subsidiaria que guarda relación con el cobro en exceso de la obligación contenida en el pagaré aportado con la demanda, ante el recaudo de intereses que no fueron pactados y en consecuencia, si debe ordenarse a la entidad demandada la restitución de suma alguna.

Solo de concluirse que tal pretensión no estaba llamada a prosperar, se analizará la segunda subsidiaria.
La pretensión principal que fue negada, no fue recurrida, pues frente a esa decisión ningún reparo se formuló.

7. Aunque en la demanda no se separaron los hechos en que se fundamentan cada una de las pretensiones, puede inferirse de su lectura que la primera subsidiaria se sustentó en la circunstancia de que el banco demandado modificó el contenido de la obligación contraída en pesos, a UVR, sin consentimiento de los deudores y así se liquidaron los intereses, lo que produjo un cobro excesivo de la obligación.
Al sustentar el recurso, insiste el apoderado de la parte demandante en esos hechos y citó jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, respecto de la cual dice, constituye doctrina probable y debe ser aplicada so pena de incurrir en falta gravísima.
Además adujo que como el crédito no podía ser convertido en UVR, los peritajes practicados en el proceso, que lo liquidaron en esas unidades, no resultaban admisibles y que los documentos técnicos presentados por las partes, constituyen prueba mientras no sean descalificados, por lo cual debe tenerse como tal, respecto del cobro indebido, aquel que aportó con la demanda.

8. Debe comenzar por decir la Sala, que el Decreto 677 de 1972 creó el sistema de valor constante, como aquel mediante el cual se obtendrían recursos para la vivienda, a través del fomento del ahorro sobre el principio del valor constante del dinero; por Decreto 678 del mismo año, se autorizó la creación de las corporaciones privadas de ahorro y vivienda con el objeto de promover el ahorro privado y canalizarlo hacia la construcción dentro del sistema de valor constante, en forma tal que tanto los ahorros como los préstamos mantuvieran su valor, reajustándolos periódicamente de acuerdo con las variaciones del poder adquisitivo de la moneda y así surgió la Unidad de Poder Adquisitivo Constante UPAC, es decir, como base para denominar los créditos otorgados por esas corporaciones y para remunerar los ahorros que en ellas se consignaran.

En sentencia del 21 de mayo de 1999 la Sección Cuarta del Consejo de Estado consideró que no podía tenerse en cuenta de manera exclusiva la tasa DTF (tasa promedio de los intereses que pagan los bancos por los depósitos a término fijo), que desde tiempo atrás venía aplicando el Banco de la República para calcular la unidad UPAC, sino que además debían tenerse en cuenta variables como la inflación. 

Posteriormente la Corte Constitucional, en sentencia C-700 del 16 de septiembre de 1999, estimó que las normas que regulaban el sistema UPAC eran contrarias a la Constitución Nacional y declaró  inexequibles los  artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23, 134, 135, 136, 137, 138, 139 y 140 del Decreto 663 de 1993 (estatuto orgánico del sistema financiero), que lo estructuraban.

Sin embargo, para no generar un vacío legal en cuanto al manejo de los créditos que se encontraban expresados en UPAC, la Corte Constitucional decidió que la vigencia de dichas normas se prorrogaría como máximo hasta el 20 de junio de 2000, mientras el Congreso de la República expedía la ley marco sobre financiación de vivienda y fue así como se expidió la Ley 546 del 23 de diciembre de 1999.

Esa ley ordenó que todos los créditos destinados a ese fin y en general todas las obligaciones que se encontraban denominadas en UPAC se debían expresar en Unidades de Valor Real UVR, cuyo valor en pesos se determina exclusivamente con base en la inflación, correspondiendo exactamente a la variación de índices del precio al consumidor, certificado por el DANE (artículos 1 y 38).
A raíz del nuevo sistema de financiamiento de vivienda, sometida a las unidades de valor real UVR, dispuso la citada ley adecuar los créditos hipotecarios vigentes al nuevo sistema en el artículo 39:

“Adecuación de los documentos contentivos de las condiciones de los créditos. Los establecimientos de crédito deberán ajustar los documentos contentivos de las condiciones de los créditos de vivienda individual a largo plazo, desembolsados con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley a las disposiciones previstas en la misma. Para ello contarán con un plazo hasta de ciento ochenta (180) días contados a partir de la vigencia de la presente ley.

No obstante lo anterior, los pagarés mediante los cuales se instrumenten las deudas así como las garantías de las mismas, cuando estuvieren expresadas en UPAC o en pesos, se entenderán por su equivalencia, en UVR, por ministerio de la presente ley…”

De conformidad con esa norma, era deber de las entidades crediticias adecuar las obligaciones de crédito de vivienda a largo plazo a las condiciones que ella establece y por tanto, los pagarés que instrumentan esa clase de acreencias, cuando se pactaron en UPAC o en pesos, se entenderían por su equivalencia en UVR, por ministerio de la ley.

Sin embargo, la Corte Constitucional ha enseñado en su jurisprudencia que aunque la redenominación de los créditos opera por mandato legal, para su materialización es menester que la entidad acreedora comunique al deudor sobre las nuevas condiciones de la obligación y los efectos que ha de producir, de manera tal que la modificación no se produzca unilateralmente. Así ha dicho:
“No obstante, la Corte ha manifestado que si bien la redenominación de los créditos opera por ministerio de la ley, para su efectiva realización es necesario que la entidad financiera informe plenamente al créditohabiente sobre las condiciones de la obligación y los efectos de la redenominación, con el fin de garantizar a los deudores el principio de publicidad y el derecho a la información y de adecuar las actuaciones de las partes contrayentes a los principios de buena fe y confianza legítima, de suerte que las decisiones que se tomen en vigencia del contrato y que tengan efectos sobre el mismo no puedan ser adoptadas de forma unilateral, de manera que no se alteren las condiciones respecto de las cuales concurrió la voluntad de las partes para el perfeccionamiento de la relación contractual que los rige…
En Sentencia T-207 de 2006, tras hacer una revisión de algunos de los fallos proferidos por esta corporación relativos al deber de información que tienen las entidades financieras frente a los deudores de créditos de vivienda, respecto de las actuaciones que pretendan desplegar en relación con la reliquidación, redenominación y reestructuración de los créditos otorgados, se concluyó que: i) Los acreedores financieros tienen el deber de informar a los deudores de créditos hipotecarios, de forma oportuna, clara y precisa, cualquier modificación que se pretenda introducir sobre los créditos otorgados, para que estos tengan la oportunidad de ejercer sus derechos ante el eventual cambio; ii) si no se cuenta con la aquiescencia del deudor para realizar la modificación, la entidad financiera deberá acudir ante la jurisdicción ordinaria para desatar la controversia, sin que le sea dado realizar el cambio de forma unilateral; iii) la pretermisión del proceso de información del deudor lesiona los principios de buena fe y confianza legítima; y iv) las modificaciones unilaterales sobre las condiciones inicialmente pactadas en un crédito hipotecario configuran una manifiesta violación del derecho al debido proceso…” (Sentencia T-028 de 2008 y en sentido similar se pronunció la misma Corte en sentencias T-178 de 2012; T-654 de 2012 y T-328 de 2014, entre otras). 

9. En el proceso aparecen acreditados los siguientes hechos:

9.1 Por escritura pública No. 0709 del 7 de mayo de 1997, otorgada en la Notaría Sexta de Pereira, los señores Hernán González Posada y Gloria Elena Gálvez de Ángel transfirieron a los señores Carlos Eduardo Cano Gómez y Liliana Gómez Ramírez, los aquí demandantes, a título de venta, los derechos sobre el apartamento 13-02 y un parqueadero, ubicados en el edificio Mirador del Parque, al que se accede por la calle 3 No. 13-19; por la suma de $93.000.000, de los cuales se pagaron en el acto $28.000.000; la suma restante, $65.000.000, se comprometieron a hacerlo con el producto de un crédito hipotecario que les otorgó el Banco Central Hipotecario.

En el mismo documento los compradores constituyeron hipoteca abierta de cuantía indeterminada, a favor de ese Banco, sobre los inmuebles adquiridos, para garantizar cualquier obligación que esa entidad financiera les otorgara, según la línea de crédito y el sistema de amortización escogidos. (Folios 4 a 14, C 1).
9.2 Esos actos fueron inscritos en el folio de matrícula inmobiliaria Nos.  290-110495 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, que corresponde al apartamento a que se refiere la escritura pública descrita. (F. 15 y 16, C 1).

9.3 El 22 de abril de 1997, los demandantes aceptaron un pagaré a favor del Banco Central Hipotecario, en el que se comprometieron a pagar, en un plazo de veinte años, a partir del 20 de mayo de ese año, por concepto de capital, la suma de $65.000.000 y los incrementos iniciales del capital inicial o de los saldos acumulados que se produzcan por la capitalización de la porción de intereses causados que las cuotas periódicas no alcancen a cubrir;  los intereses de plazo, bajo la modalidad mes vencido y se obtienen a partir de la tasa DTF nominal anual, trimestre anticipado, más 9.50% puntos porcentuales. Los intereses moratorios se pactaron en la tasa máxima autorizada en la ley. (Folios 26 a 31, C 1).

El Banco demandado es el tenedor de ese título valor, tal como lo aceptó al dar respuesta al hecho cuarto de la demanda, con motivo de la absorción de los activos, pasivos y contratos del Banco Central Hipotecario a Granahorrar, conclusión a la que además llegó el juzgado de primera sede al negar la pretensión principal, decisión que no fue recurrida.
9.4 De acuerdo con el extracto del crédito, expedido por el BBVA, correspondiente al período comprendido entre el 20 de mayo de 2010 y el 19 de junio siguiente, la cuota se cobra en UVR; su valor asciende a $2.158.521,37 y se indica que el saldo de la obligación después de ese pago es de $117.503.943,95. (F 17, C 1).

10. Surge de tales pruebas que a pesar de que los demandantes aceptaron un pagaré en pesos, a favor del Banco Central Hipotecario, la entidad demandada, tenedora legítima de ese título valor, cambió la modalidad de pago a UVR, sin que hubiese acreditado que esa modificación haya sido concertada con los demandantes y sobre la entidad bancaria pesaba la carga de hacerlo, ante la negación indefinida de los actores de haberse producido tal modificación sin su autorización, de acuerdo con el último inciso del artículo 167 del CGP y tal como lo disponía el 177 del CPC.
De esa manera las cosas, a las reglas del contrato de mutuo celebrado ha debido continuar sometido el banco demandado, pues aunque la redenominación a UVR de los créditos para vivienda pactados en pesos opera por mandato legal, la entidad acreedora estaba obligada a comunicar a los deudores las nuevas condiciones del crédito, otorgándoles la oportunidad de ejercer sus derechos de defensa y contradicción y de no ser aceptadas, acudir ante la jurisdicción ordinaria para que dirimiera la cuestión, tal como lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Constitucional.

El requisito de la comunicación no puede considerarse satisfecho con el argumento del demandado, que al responder el hecho quinto de la demanda, en el que se hizo mención al cambio unilateral de la obligación pactada en pesos a UVR, dijo que ha aplicado la normatividad vigente, acatando las directrices del Gobierno Nacional y de las altas cortes y el artículo 39 de la ley 546 de 1999, pues precisamente, como ya se indicara, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, tal modificación no puede hacerse de forma unilateral.

Por tanto, ha de establecerse si con motivo del cambio de las condiciones del crédito otorgado a los demandantes, se han cobrado sumas en exceso que sea menester reembolsar, a efectos de establecer si debe prosperar la pretensión primera subsidiaria.
11. Con el escrito por medio del cual se promovió la acción, se aportó un informe técnico que contiene la reliquidación del crédito a  que se refieren los hechos sobre los que se edificó la pretensión que se analiza, elaborada por contadora pública, en la que se concluye que el demandante adquirió un crédito por $65.000.000 el 20 de mayo de 1997, canceló la suma de $245.851.126; el Estado otorgó dos alivios que suman $20.431.665, para un total de $266.282.791, que constituyen el total de abonos.

En ese escrito se concluyó que al 16 de marzo de 2010, existe un saldo a favor de la parte demandante por la suma de $70.132.134, equivalentes a 373.649,0566 unidades de UVR y que aquella suma se ha cobrado en exceso. (F 45 a 71, C 1). 
Esa prueba se incorporó al proceso en vigencia del artículo 116 de la ley 1395 de 2010, derogado en la actualidad por el literal c), artículo 626 del CGP,  que decía:

“La parte que pretenda valerse de un experticio podrá aportarlo en cualquiera de las oportunidades para pedir pruebas. El experticio deberá aportarse acompañado de los documentos que acrediten la idoneidad y la experiencia del perito y con la información que facilite su localización.

El juez citará al perito para interrogarlo en audiencia acerca de su idoneidad y del contenido del dictamen, si lo considera necesario o si la parte contra la cual se aduce el experticio lo solicita dentro del respectivo traslado. La inasistencia del perito a la audiencia dejará sin efectos el experticio.”
La prueba de que se trata no puede ser valorada porque no se arrimaron los documentos que acreditaran la idoneidad y la experiencia de la experta que elaboró el trabajo, como lo exige la norma que se acaba de leer y esa es razón suficiente para negar mérito demostrativo a la conclusión que contiene el informe a que se hace alusión, en el sentido de que  el banco demandado le ha cobrado en exceso a los demandantes la suma atrás referida.
12. En la etapa probatoria del proceso se decretó un dictamen pericial para que experto realizara la liquidación del crédito y estableciera cuál sería el valor de la obligación estipulada en pesos.

En esta oportunidad, la perito designada concluyó que para el 29 de agosto de 2007, después de aplicar la normatividad de la ley 546 de 1999 a las obligaciones adquiridas en pesos, el saldo era de $106.973.222,17 a favor del Banco. (F. 5 a 24, C 2).

Explicó que los demandantes han pagado $7.992.248 por concepto de primas de seguros; $138.069.038,7302 por intereses corrientes; $85.101 por intereses de mora y han abonado a capital $2.972.056,4336, para un total de $149.118.445.

Dijo además que el crédito a veinte años es muy costoso en pesos porque está atado a una tasa EA más alta para que sea equitativa con la devaluación y la inflación, mientras que el adquirido en UVR  está unido al IPC. También expresó que liquidó el crédito con sujeción a la ley 546 de 1999, con la tasa de interés pactada entre las partes hasta el 3 de septiembre de 2000, cuando se expidió la Resolución No. 14, de la Junta Directiva del Banco de la República, por orden de la sentencia C-955 de 2000 y tuvo en cuenta la tasa de interés respectiva, más la variable UVR de los últimos doce meses, tomando como punto de partida el 3 de septiembre de 2000.
Ese dictamen, después de solicitadas unas aclaraciones, fue objetado por las partes.

13. Las objeciones propuestas por la parte actora se analizan a continuación:

13.1 Aduce que no comprende la totalidad del crédito, pues la liquidación se hizo hasta el 29 de agosto de 2007; el juzgado le ordenó complementarlo y no lo hizo; por tanto, es incompleto.

Aunque  en realidad la liquidación del crédito se hizo hasta la fecha indicada y a la perito, en otra oportunidad se le solicitó complementar su trabajo sin que lo hubiese hecho, la razón aducida no constituye error grave.
Para que esto ocurra debe probarse que el dictamen se edificó  sobre bases equivocadas que conduzcan a que de la misma forma sean calificadas las conclusiones que contiene, en forma tal que de no haberse presentado el error, las conclusiones del peritaje hubieren sido diferentes.

Situación como esa no fue la que acaeció en el caso concreto, en el que se objeta el dictamen por error grave con el argumento de que el período de liquidación debió extenderse hasta época posterior. 

Y aunque eso hubiese sido lo ideal para efectos de precisar el valor de la acreencia en época más cercana a aquella en la que se formuló la demanda, no debe pasar inadvertido que en el trabajo presentado explicó la experta que el crédito presenta un movimiento normal para las obligaciones adquiridas en pesos, con un plazo de veinte años, el que contempla un costo financiero mayor que protege el poder adquisitivo con el pasar del tiempo, ya que la tasa de interés  en ese tipo de obligaciones es más alta que para créditos en UVR, porque esta se encuentra unida al IPC, mientras que el crédito en pesos tiene una tasa E.A. más alta para que sea equitativa con la devaluación y la inflación; que en esa clase de créditos es normal que solo a partir del año 14 se presente una disminución representativa del saldo de capital y que al 29 de agosto de 2007 se han pagado cuotas durante 10 años y dos meses.

En consecuencia, como desde esa última fecha hasta aquella en que se presentó la demanda, el 21 de julio de 2010, no corrieron tres años, puede decirse que para entonces el saldo a capital no había empezado a disminuir y por ende, que no se había producido un cobro excesivo a los demandantes, por el Banco accionado.

13.2 Dice el apoderado de los demandantes que no se tuvieron en cuenta las Resoluciones 03 de 2005 ni la 08 de agosto de 2006 expedidas por la Junta Directiva del Banco de la República que limitan las tasas de intereses aplicables a los créditos de vivienda.

Esa primera Resolución, en el artículo 2º reproduce la No. 14 de 2000, expedida por la misma entidad, en cuanto a la tasa de interés remuneratorio de los créditos de vivienda individual a largo plazo, otorgados en pesos, en el sentido de que no podrá exceder de 13.1 puntos porcentuales nominales anuales, pagaderos mes vencido, adicionados con la variación de la UVR de los últimos 12 meses vigente al perfeccionamiento del contrato. En consecuencia, el hecho de que no la haya mencionado en su peritaje, aunque sí la No. 14, no permite concluir que incurrió en error grave, pues con fundamento en ellas se liquidaron los intereses.
13.3 Afirma el apoderado de los demandantes que la perito tasó los intereses por encima de las tasas autorizadas, pues el 23.37% efectivo anual tomado como base para la liquidación desde el mes de septiembre de 2000 y hasta el 22 de agosto de 2006 es superior al bancario corriente certificado por la Superintendencia Financiera.

El numeral 2º del artículo 17 de la Ley 546 de 1999 dice, respecto de los créditos de vivienda individual a largo plazo, que deben tener una tasa de interés remuneratoria, calculada sobre la UVR, que se cobrará en forma vencida y no podrá capitalizarse. Dicha tasa de interés será fija durante toda la vigencia del crédito, a menos que las partes acuerden una reducción de la misma y deberán expresarse única y exclusivamente en términos de tasa anual efectiva.

Esa norma se declaró exequible condicionalmente, en sentencia C-955 de 2000:

“… en en el entendido de que la tasa de interés remuneratoria a que se refiere no incluirá el valor de la inflación, será siempre inferior a la menor tasa real que se esté cobrando en las demás operaciones crediticias en la actividad financiera, según certificación de la Superintendencia Bancaria, y su máximo será determinado por la Junta Directiva del Banco de la República, conforme a lo resuelto por la Corte Constitucional, en sentencias C-481 del 7 de julio de 1999 y C-208 del 1 de marzo de 2000.
 
- Una vez se comunique el presente fallo, y la Junta Directiva del Banco de la República proceda a fijar la tasa máxima de interés remuneratorio, la norma legal, con el condicionamiento que precede, se aplicará de manera obligatoria e inmediata tanto a los créditos nuevos como a los ya otorgados.
 
Los créditos que se encuentren vigentes al momento de la comunicación de esta providencia y en los cuales hubieren sido pactados intereses superiores al máximo que se fije, deberán reducirse al tope máximo indicado, que será aplicable a todas las cuotas futuras.
 
Los intereses remuneratorios se calcularán sólo sobre los saldos insolutos del capital, actualizados con la inflación…”

En cumplimiento a esa sentencia, la Junta Directiva del Banco de la República expidió la Resolución No. 14 del 3 de septiembre de 2000, que en el artículo 2º dice: 

“LÍMITES MÁXIMOS A LAS TASAS DE INTERÉS DE CREDITOS EN MONEDA LEGAL. Para los créditos denominados en pesos a tasa nominal fija que se otorguen a partir de la presente resolución, la tasa máxima de interés remuneratoria será equivalente a 13.1 puntos porcentuales nominales anuales, pagaderos mes vencido, adicionados con la variación de la UVR de los últimos 12 meses vigente al perfeccionamiento del contrato. 

Para los créditos de que trata el anterior inciso perfeccionados antes de la vigencia de la presente resolución, la tasa máxima de interés remuneratoria será equivalente a 13.1 puntos porcentuales nominales anuales, pagaderos mes vencido, adicionados con la variación de la UVR de los últimos 12 meses contados a partir del 3 de septiembre de 2000. Para los efectos de este artículo se utilizará la variación de la UVR calculada conforme al decreto 856 de 1999.”

La Superintendencia Financiera en concepto No 2001033040-2. Mayo 25 de 2001, en relación con el límite máximo de los intereses remuneratorios en los créditos hipotecarios, tratándose de dinero dado en mutuo por el sistema UVR o en pesos, dijo:

 “Para créditos en pesos

De conformidad con el artículo 2° de la Resolución No 14 de 2000 de la Junta Directiva del Banco de la República, para los créditos denominados en pesos a tasa nominal fija que se otorguen a partir del 3 de septiembre de 2000, la tasa máxima de interés remuneratoria será equivalente a 13.1 puntos porcentuales nominales anuales, pagaderos mes vencido, es decir el 13.92% efectivo anual, adicionado con la variación de la UVR de los últimos 12 meses vigente al perfeccionarse el contrato.

Para los créditos perfeccionados antes del 3 de septiembre de 2000, la tasa máxima de interés remuneratoria será equivalente a 13.1 puntos porcentuales nominales anuales, pagaderos mes vencido, adicionados con la variación de la UVR de los últimos 12 meses, tomando como fecha de partida el 3 de septiembre de 2000 y hasta el mismo día del año 1999, es decir, 13.92% + 9.45% = 23.37% efectivo anual…”

De acuerdo con lo expuesto, como el crédito de que se trata fue pactado en pesos, no podía liquidarse sobre la UVR y por ende, ha debido aplicarse la tasa respectiva, adicionada con la variación UVR, como lo explica el concepto que se acaba de leer, a una tasa del 23.37%. 

Es decir, con ese porcentaje debían ser liquidados los intereses causados durante el plazo en que lo hizo la experta, porque así lo establecieron las normas que regían la materia, después de la entrada en vigencia de la ley 546 de 1999, hasta cuando se expidió la  Resolución 08 de agosto de  2006, que en el artículo 2º fijó en el 12.70% la tasa de interés remuneratorio de los créditos de vivienda individual a largo plazo denominados en moneda legal, adicionados con la variación de la UVR de los últimos 12 meses, y en efecto, con posterioridad a su expedición, se observa que en el trabajo elaborado por la experta, se redujeron los intereses del plazo a 22.15% porque como también se ha indicado, por tratarse de un crédito adquirido en pesos, debe incluirse la variación de la UVR de los últimos 12 meses, de acuerdo con las circulares que al respecto ha expedido la Junta Directiva del Banco de la República, razón por la cual no puede  decirse que se desconocieron aquellas a que se refiere el objetante.

13.4 Señala el mismo abogado que se capitalizaron intereses porque el saldo al 24 de enero de 2001 se estableció en $114.786.815,53 y el mes siguiente, después de un abono neto, descontados los seguros, por $1.213.103.000, el saldo asciende a $115.035.410,53, con lo que la obligación aumentó en $248.595.

La perito, en la aclaración que al respecto se le solicitó, dijo que no capitalizó intereses y que para el 24 de enero de 2001, los demandantes no alcanzaban a completar cuatro años cancelando el crédito; en aquellos a largo plazo no se visualizan abonos a capital contundentes hasta después de los doce años y reiteró lo que había expuesto sobre el costo financiero de las obligaciones como la que ellos adquirieron, a largo plazo, en la que solo a partir del año 14 se presentaría una disminución representativa del capital. (F 40 y 41, C 2).

De otro lado, al proceso no se incorporó ninguna prueba para demostrar que se hubiesen capitalizado intereses, ni que fueran erróneas las conclusiones de la experta en relación con la fecha en que se ve reflejada la disminución del capital.
13.5 Alegan los objetantes que la perito asume que el crédito debe estar expresado en UVR lo que es contrario a las sentencias de la Corte Constitucional, especialmente la T-207 de 2006.

Ese argumento carece de todo sustento, pues la experta liquidó el crédito en moneda legal, no en UVR, esta unidad solo la tuvo en cuenta para liquidar los intereses remuneratorios, tal como lo ordenan las disposiciones que regulan la materia respecto de los créditos para vivienda adquiridos en moneda legal colombiana.

Significa lo anterior, que las objeciones propuestas por los demandantes no estaban llamadas a prosperar.

14. De lo anterior se concluye que no demostraron los citados señores que el Banco demandado les haya cobrado $70.132.134 en exceso de lo debido ni alguna otra, como lo propusieron al formular la pretensión primera subsidiaria, que por ende no está llamada a prosperar.

15. El apoderado de la parte demandada también objetó por error grave el dictamen pericial.

15.1 La mayoría de sus argumentos guardan relación con el hecho de haber liquidado en pesos el crédito otorgado a los demandantes, a pesar de que el Banco lo redenominó en UVR porque así lo dispuso la ley 546 de 1999.
En hecho como ese no puede hallarse error alguno, pues en el auto que decretó pruebas se ordenó liquidarlo en pesos. (F 1, C 2).

15.2 Aduce que aunque la perito dice que los intereses deben liquidarse al 23.37% EA, aplica porcentajes totalmente inferiores y trae a colación algunas fórmulas para concluir que se liquidaron en porcentaje menor.

15.3 Se incluyó dos veces un abono por $1.447.240 con fechas 19 de abril de 2002 y 22 del mismo mes, cuando ha debido contabilizarse por una sola ocasión, en razón a que el primero se hizo en horario adicional y por eso se registró nuevamente en el historial de pagos.

15.4 Expresa que los intereses de mora que registra la experta son inferiores a los registrados por el Banco, lo que carece de lógica porque si se están liquidando en pesos, la cuota a pagar por el cliente sería superior a la que el Banco le cobró en UVR; así, subvalora el valor de la deuda.

Para demostrar esos errores ninguna prueba solicitó o arrimó la entidad financiera demandada.
En esas condiciones, tampoco las objeciones propuestas por ella están llamadas a prosperar.

16. No puede pasar por alto esta Corporación que como prueba de las objeciones, el juzgado, de manera oficiosa, decretó un nuevo peritaje.

El auxiliar de la justicia concluyó que el saldo  a capital, hasta julio de 2012, ascendía $114.912.691 (F 94 a 103, C 2). Luego, con motivo de unas aclaraciones solicitadas por el Banco demandado, adujo que al 20 de julio de 2010 el saldo era de $116.513.288 a cargo del demandante y que de la obligación tuvo información disponible hasta aquella fecha y desde el 20 de enero de 2000. (F 123 a 127, C 2).

Sin embargo, ese trabajo no demuestra los errores graves a que se refirieron las partes al objetar el primer dictamen inicial, pues procedió a reliquidar la obligación en UVR, cuando lo que constituyó el objeto de aquel, era liquidar en pesos la obligación para determinar si se había producido un cobro excesivo.

17. Las demás pruebas que obran en el plenario tampoco demuestran el cobro en exceso. En efecto, 

17.1 El escrito remitido por la Superintendencia Financiera de Colombia (F 11 y ss, C 3) no es documento idóneo para probar aquel hecho, pues no contiene liquidación alguna de la que se infiera que el banco demandado realizó un cobro excesivo de la obligación, al transformarla en UVR sin autorización de los demandantes.

17.2 Con los interrogatorios absueltos cada parte trató de obtener la confesión de la contraria pero eso no se logró, entre otras cosas, porque lo que se discute en el plenario requiere conocimientos de expertos, que no se prueban por confesión.

18. De acuerdo con lo expuesto al inicio de esta audiencia, como la primera pretensión subsidiaria no está llamada a prosperar, ha de analizarse la segunda que sí lo está, porque la entidad demandada modificó unilateralmente las condiciones del crédito, aunque no la consecuencial, pues no se demostró que los demandantes hubiesen satisfecho la obligación como para ordenar que se declare extinguida la obligación contenida en el pagaré aceptado por los demandantes y cancelada la hipoteca que se constituyó por escritura pública No. 709 del 7 de mayo de 1997, otorgada en la Notaría Sexta de Pereira. 

DECISIÓN 

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el numeral 3 del  fallo impugnado en cuanto desestimó la pretensión principal y la primera subsidiaria de la demanda, pero se revocará en cuanto negó la segunda subsidiara, a la que se accederá solo para declarar ilegal el cobro hecho a los demandantes en UVR, en razón a que la obligación se pactó en pesos y se ordenará a la entidad demandada que dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, restablezca las condiciones iniciales del crédito hipotecario otorgado en pesos a los demandantes, a partir de la fecha en que se liquidó en tal forma el crédito en este proceso por la perito designada con ese fin.

Se revocarán los numerales 1 y 2 del fallo y en su lugar se declararán no probadas las objeciones propuestas al dictamen pericial.

El numeral 4 que impuso la condena en costas a los demandantes también se confirmará, pero se modificará para reducir su valor en un 20% en razón a que una de las pretensiones está llamada a prosperar parcialmente.
De acuerdo con los numerales 3º y 4º del artículo 366 del CGP, se abstendrá la Sala de imponer condena en costas en esta sede, pues el recurso no prosperó totalmente.

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1° CONFIRMAR el numeral 3 de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 23 de octubre de 2018, en el proceso instaurado por los señores Carlos Eduardo Cano y Liliana Gómez Ramírez contra el Banco BBVA Colombia,  excepto en cuanto negó la pretensión segunda subsidiara, que SE REVOCA. En su lugar, se declara ilegal el cobro hecho a los demandantes en UVR y se ordena a la entidad demandada que dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, restablezca las condiciones iniciales del crédito hipotecario otorgado en pesos a los demandantes, a partir de la fecha en que se liquidó en tal forma el crédito en este proceso por la perito designada con ese fin. 
2º Confirmar el numeral 4, que se modifica para reducir el valor de las costas causadas en primera instancia en un 20%, en razón a que una de las pretensiones está llamada a prosperar.

3º REVOCAR los numerales 1 y 2. En su lugar, se declaran no probadas las objeciones propuestas al dictamen pericial.

4º Sin costas en esta sede. 
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHES CALAMBÁS
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